PROYECTO DE DECLARACION

La Cámara de Diputados de la Provincia de Santa Fe

DECLARA

Su rechazo a la Reforma del Consejo de la Magistratura de la Nación, que redujo el número de miembros que la integran. 

FUNDAMENTOS

El Consejo de la Magistratura fue introducido en la Reforma Constitucional de 1994 con el objeto de limitar la discrecionalidad y arbitrariedad del poder político en la selección de magistrados –lo que hoy se hace a través de concursos públicos de oposición y antecedentes- y, de dotar de un mecanismo despolitizado y más técnico para su remoción, estableciendo que el Consejo cumpliría el antiguo rol de la Cámara de Diputados como cámara acusadora en los juicios políticos, y creando un Jurado de Enjuiciamiento de Magistrados que asumiría el rol del Senado, como cámara juzgadora.

Tal como dispone el artículo 114 de la Constitución Nacional, el Consejo está

integrado, actualmente, por 20 miembros, que representan a distintos sectores

vinculados al Derecho (jueces, abogados y académicos), y a los órganos políticos

resultantes de la elección popular (Poder Legislativo y Ejecutivo).

El lineamiento principal del proyecto de ley del gobierno, que se aprobó, es la reducción de la

cantidad de miembros del Consejo, de 20 a 13 integrantes, disminuyendo el

número de representantes de abogados, jueces, académicos, y eliminando las

segundas minorías parlamentarias.

Los otros ejes del proyecto proponen establecer un plazo de caducidad de tres

años a las denuncias contra los jueces, la unificación de las comisiones de

disciplina y acusación así como la exclusión de todos los abogados de la Comisión
de Selección de Magistrados. Esta comisión es la que celebra los concursos para

cubrir las vacantes que se producen en el Poder Judicial.

El proyecto establece también el abandono del carácter permanente del Jurado de

Enjuiciamiento y su transformación en un organismo ad hoc –que se reunirá para

cada juicio de remoción-, y la modificación de su integración de nueve miembros (3

abogados, 3 jueces y 3 legisladores), a siete (4 políticos, 2 jueces y 1 abogado).
Con la excusa de reducir el número de consejeros, se aumentará la representación política eliminando la participación de las minorías y se limitará la participación de jueces, académicos y abogados.

La reforma realizada en el día de ayer para el Consejo de la Magistratura, impulsada por el gobierno nacional, específicamente por la senadora Cristina Fernández, esposa del Presidente de la Nación, pretende controlar las decisiones del Consejo de la Magistratura y del Jurado de Enjuiciamiento, con el fin de tener total injerencia en la selección de candidatos a jueces y, en los juicios políticos a magistrados y “tiene un objetivo central que significa garantizar la impunidad frente a la corrupción”.

Con esta decisión, de la mayoría transitoria, del kirchnerismo integrada ahora tambien por Ruckauf, Atanasoff, Barrionuevo y el mas rancio menemismo, se modifican las características pluralistas, por una pretensión hegemónica propia de los regímenes autoritarios.

Los principios democráticos de división de poderes, se han visto alterados significativamente con esta decisión proveniente de la misma familia presidencial, rechazada por casi todas las instituciones relacionadas con el quehacer judicial y ONG que pugnan por la transparencia en la gestión pública.

La Justicia independiente debe ser uno de los objetivos centrales de una democracia, no ser una simple enunciación, donde la formalidad legalista finja una legitimidad circunstancial, dando mayor preeminencia al oficialismo, eliminando segundas minorías, reduciendo el número de los integrantes con el único objetivo de poder definir sobre la elección de jueces, subordinando a estos al poder político de turno. Estos magistrados que luego han de definir sobre cuestiones tan importantes como la actuación transparente de funcionarios de gobierno, o su potencial enriquecimiento ilícito. 

Es lamentable volver sobre un tema tan caro a la calidad institucional de la democracia que todos supimos construir, pero que algunos siguen pretendiendo usufructuar en beneficios sectoriales, convirtiendo al país en una “cleptocracia” que en mi humilde opinión debemos repudiar y combatir diariamente.

Por todo lo expuesto, solicito a mis pares su aprobación.

